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I. Presentación 

El presente informe de seguimiento tiene por objetivo dar continuidad al trabajo desarrollado 
por el Comité para la Prevención de la Tortura (CPT) en el monitoreo en materia de privación 
de libertad de personas pertenecientes a pueblos indígenas, profundizando especialmente en 
los hallazgos y recomendaciones formuladas en el Informe de la Misión de Observación a la 
Región de La Araucanía 2022. Asimismo, el informe incorpora y complementa las 
observaciones realizadas por el CPT al proceso de Consulta Indígena al Reglamento de 
Establecimientos Penitenciarios (REP), desarrollado durante los años 2024 y 2025, entendido 
como un hito relevante en el vínculo entre el Estado de Chile y los pueblos originarios en el 
ámbito penitenciario. 

II. Marco legal del CPT 

El Comité para la Prevención de la Tortura (CPT) es un órgano creado en cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas por Chile mediante la ratificación del Protocolo Facultativo de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
(OPCAT). Por medio de la Ley N°21.154, de abril de 2019, se designó al Instituto Nacional de 
Derechos Humanos (INDH) como el Mecanismo Nacional de Prevención Contra la Tortura y 
otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, estableciendo que este actuará 
exclusivamente a través del CPT para el cumplimiento de su mandato.  

Dentro de las atribuciones establecidas en el ART. 3 de la Ley N° 21.154 se encuentran:  

● Examinar periódicamente las condiciones de las personas bajo custodia y cuidado del 
Estado y el trato que reciben;  

● Realizar visitas periódicas preventivas no programadas y de monitoreo a los lugares 
de privación de libertad que determine libremente;  

● Reunirse con las personas que se encuentren en el lugar objeto de su visita y efectuar 
las entrevistas personales o grupales que estime pertinentes;  

● Realizar las recomendaciones pertinentes a las autoridades competentes del servicio 
responsable del lugar de privación de libertad. 

A partir de estas recomendaciones se establece un diálogo con las autoridades intervinientes, 
para ir acercándose a los estándares nacionales e internacionales vigentes en esta materia. 
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III. Contexto del seguimiento 

La Misión de Observación a la Región de La Araucanía realizada por el CPT en 2022 tuvo como 
uno de sus objetivos centrales examinar la aplicación de un enfoque intercultural en el sistema 
penitenciario y el contacto de los pueblos indígenas con la justicia penal, donde se puso 
especial atención a las condiciones de privación de libertad de personas mapuche y, 
particularmente, a los módulos destinados a comuneros mapuche. En dicho contexto, se 
identificaron importantes desafíos para la implementación efectiva de este enfoque en las 
unidades penales, formulando recomendaciones orientadas al avance del Estado en el 
cumplimiento de estándares nacionales e internacionales en materia de derechos humanos, 
específicamente en el ámbito penitenciario. 

 
Entre los principales hallazgos de la Misión de Observación en la Araucanía (2022) destacan 
aquellos vinculados a la reinserción social, el régimen penitenciario y el acceso a derechos 
económicos, sociales y culturales, en especial en los ámbitos de salud, educación, formación 
para el trabajo, así como a las condiciones para el ejercicio de prácticas culturales y 
espirituales durante el periodo de encarcelamiento y en el proceso de reinserción. En esta 
línea, se relevó la importancia del acceso a los Centros de Educación y Trabajo (CET), 
particularmente en su modalidad semi abierta, junto con la necesidad de introducir 
adecuaciones al Reglamento de Establecimientos Penitenciarios que permitieran un trato 
pertinente y diferenciado de personas pertenecientes a pueblos indígenas en el sistema penal. 

Asimismo, se identificaron hallazgos relevantes en relación al contacto de personas de 
pueblos indígenas con el sistema de justicia penal a partir del caso de personas mapuche, 
particularmente en su interacción con fuerzas policiales y con operadores del sistema judicial, 
tales como el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública. Estos antecedentes 
evidenciaron desafíos persistentes en la incorporación de un enfoque intercultural en las 
distintas etapas del proceso penal y en la consideración de contextos culturales, comunitarios 
y territoriales en las prácticas institucionales.  

A fin de dar seguimiento a las recomendaciones elaboradas en este informe de la Misión 2022, 
el CPT desarrolló una serie de actividades de monitoreo. Durante el 2024, visitó unidades 
territoriales y recintos de Control de Orden Público (COP) de la Región de La Araucanía1. Al 
año siguiente (2025), se visitó el CET Semi Abierto de Vilcún de la región. 

Y realizó una serie de entrevistas a actores claves como Gendarmería de Chile, Carabineros 
de Chile, Fiscalía Regional y la Defensoría Penal Pública, con el propósito de situar los avances, 

 
1 Ver Informe de visita preventiva a Comisarías de Carabineros de Chile en la Región de la Araucanía. Disponible 
en sitio web www.mnpt.cl 

https://mnpt.cl/wp-content/uploads/2025/11/INFORME-DE-VISITAS-PREVENTIVAS-ARAUCANIA_OCTUBRE-V2.pdf
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nudos críticos y desafíos pendientes en el contacto, trato y acceso a la justicia diferenciada 
para pueblos indígenas. 

IV. Objetivos del seguimiento 

A. Objetivo General  

Dar seguimiento a las recomendaciones emanadas de la Misión de Observación a la Región 
de La Araucanía (2022)2, en particular aquellas referidas a la oferta de reinserción social, al 
contacto con el sistema de justicia y al trato de personas pertenecientes a pueblos indígenas 
en contextos de privación de libertad. 
 

B. Objetivos Específicos  

● Actualizar información respecto de los desafíos de prevención de la tortura y malos 
tratos y de los factores de riesgo observados durante la visita previa a personas 
privadas de libertad mapuche en centro penitenciario semiabierto. 

● Analizar progresos, nudos críticos y desafíos pendientes en la implementación de un 
enfoque intercultural en materia de contacto, trato y acceso a la justicia en el sistema 
de justicia penal y penitenciario. 

V. Metodología 

El presente informe se elaboró a partir de una estrategia metodológica de seguimiento, 
orientada al monitoreo de condiciones de privación de libertad y de la oferta de reinserción 
social desde una perspectiva de prevención de la tortura y malos tratos, con énfasis en 
personas pertenecientes a pueblos indígenas. 

Esta estrategia se inscribe en una línea de monitoreo y observación periódica desarrollada por 
el CPT, que comprende la Misión de Observación a la Región de La Araucanía (2022) y la 
participación del CPT como organismo observador en el proceso de Consulta Indígena al 
Reglamento de Establecimientos Penitenciarios durante los años 2024 y 2025. Dichas 
instancias permitieron identificar brechas estructurales en la incorporación de un enfoque 
intercultural en el sistema penitenciario, así como riesgos asociados a la ausencia de una 
oferta de reinserción social culturalmente pertinente. 

En este contexto y como parte del seguimiento a las recomendaciones formuladas, el CPT 
definió realizar en 2025 una visita de monitoreo al CET Semi Abierto de Vilcún, ubicado en la 

 
2 Ver principales recomendaciones en Anexo 1 del presente Informe. 
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Región de La Araucanía. La selección de esta unidad respondió a criterios de pertinencia 
territorial y tipo de régimen, considerando que se trata del CET semiabierto de mayor 
capacidad a nivel nacional, emplazado en una región que concentra una alta proporción de 
personas privadas de libertad que se autoidentifican como indígenas. 

El Reglamento de Establecimientos Penitenciarios (Decreto 518), en su artículo 17, establece 
que los Centros de Cumplimiento Penitenciario con régimen semiabierto y abierto se 
denominan Centros de Educación y Trabajo (CET), Centros Abiertos o Centros Agrícolas. 

Existen Centros de Educación y Trabajo que operan dentro de un recinto penitenciario cerrado, 
y otros que operan fuera de éstos, como es el caso del CET de Vilcún. Este tipo de recintos 
están enfocados especialmente en la transición hacia un régimen de mayor contacto con el 
medio libre acompañado de participación laboral. Los CET presentan condiciones 
diferenciadas respecto del régimen cerrado, tales como menores niveles de encierro, mayor 
flexibilidad operativa y mayores posibilidades de vinculación con el entorno comunitario, lo 
que los convierte en espacios relevantes para observar la incorporación o ausencia de un 
enfoque intercultural en la ejecución penal y, en especial, en el proceso de revinculación con 
la comunidad.  

Estas unidades constituyen una alternativa relevante a la reclusión cerrada, con potencial para 
reducir factores de riesgo de malos tratos asociados a la privación de libertad bajo régimen 
cerrado. Esto, siempre que cuenten con una oferta de reinserción adecuada y pertinente al 
territorio y población que acogen. En el caso de personas pertenecientes a pueblos indígenas, 
los CET semiabiertos ofrecen alternativas menos punitivas para el cumplimiento de condena 
y mayores posibilidades para facilitar procesos de revinculación comunitaria y territorial, 
arraigo, siempre y cuando la oferta programática de reinserción considere las características 
sociales, culturales y económicas de su población penal, en este caso, mayoritariamente rural 
y/o indígena.  

La relevancia de los CET adquiere mayor peso al considerar los niveles críticos de 
sobrepoblación penitenciaria en el régimen cerrado y la subutilización de estos regímenes 
semi abiertos de acercamiento progresivo al medio libre. En la Región de La Araucanía, los 
CET presentan niveles de ocupación inferiores al 50%, lo que refuerza esta idea.  

En su conjunto, la continuidad del monitoreo, la relevancia territorial de la unidad, su potencial 
programático y las condiciones estructurales del sistema penitenciario posicionan al CET Semi 
Abierto de Vilcún como una unidad relevante para el seguimiento de la implementación de 
una estrategia de reinserción social culturalmente pertinente para personas pertenecientes a 
pueblos indígenas, desde un enfoque preventivo, conforme al mandato del CPT. 
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El diseño metodológico de la visita al CET de Vilcún fue de tipo cualitativo, orientado a recoger 
las experiencias y relatos de las/os internos/as y del personal de la unidad. Las técnicas de 
levantamiento de información fueron las siguientes: (i) Entrevistas semiestructuradas 
individuales a PPL, a funcionarias/os y la Dirección; (ii) Conversaciones informales con PPL y 
funcionarias/os; (iii) Observación de condiciones materiales e infraestructura; (iv) Observación 
de dinámicas relacionales; y (vi) Revisión de documentos e información estadística del recinto 
y de los CET a nivel nacional. 

Para efectos de la visita se revisaron las siguientes dimensiones: (i) Régimen y actividades; (ii) 
Contacto con el mundo exterior; (iii) Condiciones materiales; (iv) Salud; (v) Medidas de 
protección; (vi) Gestión del establecimiento; y (vii) Trato. Adicionalmente, incorpora un enfoque 
de género e intercultural a esta visita que se detalla al final del apartado de hallazgos. 

Adicionalmente, con el objetivo de monitorear los avances y desafíos identificados por actores 
clave del sistema de justicia penal y penitenciaria en materia de contacto, trato y acceso a la 
justicia diferenciada para pueblos originarios, y dar seguimiento a las recomendaciones 
realizadas a las instituciones tras la Misión de Observación de la Araucanía (2022) es que se 
realiza una ronda de entrevistas con actores claves, a saber, Carabineros de Chile, el Ministerio 
Público y la Defensoría Penal Pública regional.  

Finalmente, el CPT ha estado monitoreando vía oficio los avances en la conclusión de la 
Consulta Indígena sobre el REP, los cuales se integran en este informe.  

La evaluación que realiza el CPT sobre los progresos, nudos críticos y desafíos pendientes en 
la implementación de un enfoque intercultural en base al reporte institucional se presentan 
en la siguiente sección de hallazgos.  
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VI. Hallazgos 

A. CET Vilcún 

La visita de monitoreo al CET de Vilcún fue realizada el 7 de agosto del 2025. Este Centro 
Penitenciario Semi Abierto es conocido también en la región como “Colonia Penitenciaria”. Se 
ubica a 13.8 km del centro de la ciudad Vilcún y a 50.9 km al Este de Temuco. El predio es 
extenso y está ubicado en un sector rural de aproximadamente "mil hectáreas” según reportan 
funcionarios.  
 
Al momento de la visita, el personal penitenciario reportó que la unidad cuenta con 54 plazas 
disponibles, 44 para hombres y 10 para mujeres, de las cuales se encontraban 28 ocupadas, 
25 por hombres y 3 por mujeres, lo que corresponde a un nivel de ocupación de un 52% de 
su capacidad. Cabe destacar que según se señala en el Artículo 78 del Decreto 943 que 
establece un estatuto laboral y de formación para el trabajo penitenciario "El Director Regional 
deberá adoptar todas aquellas medidas administrativas para asegurar la ocupación de la 
totalidad de las plazas, disponiendo para ello la confección de listas de espera de postulantes, 
así como la realización de actividades de difusión necesarias para la debida información de 
los postulantes".  
 

Normativa de requisitos para el ingreso a CET 

El Decreto Supremo N° 943, que aprueba el Reglamento que establece el Estatuto Laboral 
y de Formación para el Trabajo Penitenciario, regula en su Título VI las disposiciones 
aplicables a los CET. 
 
El Artículo 77 dispone que a estos Centros sólo pueden acceder personas que se encuentren 
en calidad de condenadas. Asimismo, establece que los postulantes deben cumplir, entre 
otros, con los siguientes requisitos: haber cumplido, a lo menos, dos tercios del tiempo 
mínimo para optar a beneficios intrapenitenciarios, salvo aprobación de la Subdirección 
Técnica de Gendarmería de Chile, y mantener conducta Buena o Muy Buena en el último 
bimestre previo a la postulación. 
 
La selección de las personas condenadas no se encuentra condicionada o limitada por el 
delito por el cual cumplen condena; no obstante, se considera que la persona postulante 
posea salud compatible con las actividades laborales del CET al que postula. 
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Por su parte, el artículo 80 establece que, para la selección de las personas condenadas 
postulantes, el Consejo Técnico deberá considerar su disposición al trabajo, necesidades de 
reinserción social, motivación al cambio y antecedentes psicológicos, sociales y 
conductuales. 

1. Régimen y actividades 

1.1. Ingreso y segmentación 

En consonancia con la normativa anteriormente mencionada, el ingreso al CET de Vilcún 
supone una primera postulación de parte de las personas privadas de libertad en centros 
penitenciarios. Las personas que postulan desde una unidad penal cerrada. En este caso al 
tratarse de un CET semiabierto y en virtud del Artículo 81 inciso final del Estatuto el Director 
Regional es quien otorga la aprobación de ingreso, previo informe favorable tanto del Consejo 
técnico del establecimiento de origen como del de destino. 
 
Al momento de la visita, la mayoría de las personas privadas de libertad de esta unidad (19 de 
28) tiene permisos de salidas (dominical, de fin de semana y/o trimestral). 
  
En relación a la autoidentificación de las personas privadas de libertad como pertenecientes 
a un pueblo indígena, relatos de funcionaria/os y personas privadas de libertad en el recinto 
advierten que no todas las personas que se identifican como mapuche al momento de la 
visita manifestaron esa pertenencia al ingreso a la unidad, lo que podría indicar un posible 
subregistro de la pertenencia étnica de quienes se encuentran en el CET. 
 
Un aspecto importante que debe considerar la aplicación de un enfoque intercultural tiene 
relación con la heterogeneidad de los pueblos indígenas. El monitoreo advierte que se puede 
pertenecer a una misma etnia, pero no necesariamente a una misma comunidad, lo que 
implica que existen distintos enfoques, percepciones y autoridades que forman una realidad 
heterogénea que también está presente al interior de los recintos penitenciarios. Esto quizá 
podría explicar que, al consultar a los funcionarios por la cantidad de personas mapuche 
privadas de libertad en el recinto, identifique sólo a una persona, que corresponde a la 
autoridad ancestral machi y comunero privado de libertad en el recinto.  

1.2. Régimen interno 

El régimen del recinto se estructura de la siguiente forma. El procedimiento de cuenta de las 
PPL se realiza cuatro veces al día para control y coordinación de tareas y actividades, a las 
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8:40 am, 1:30 pm, 5:00 pm y 8:00 pm (última cuenta del día). Estos horarios y procedimientos 
de control están establecidos para mantener un régimen de actividades y autodisciplina al 
interior del CET. 
 
Las personas en el CET circulan libremente dentro de la unidad para realizar sus actividades 
laborales. Tienen horarios establecidos entre el encierro y el desencierro para el desarrollo de 
actividades productivas, alimentación y descanso. La jornada diaria se estructura de la 
siguiente manera:  

- El horario en que se levantan los/as internos/as del CET es entre las 6:30 am y las 
7:30 am, para luego presentarse a la primera cuenta, a las 8:40 am.  

- Los/as internos/as deben presentarse desayunados a la primera cuenta. A partir de las 
9:30 am, se dirigen a sus labores en las diferentes áreas productivas.  

- Alrededor de las 12:00 pm, regresan para el almuerzo y retoman sus actividades 
laborales tras la cuenta de la 1:30 pm hasta la cuenta de las 5:00 pm. Tras ello tienen 
un tiempo destinado al descanso/esparcimiento  

- A las 6:00 pm se realiza el cierre de actividades, pudiendo existir jornadas extendidas 
a propósito de los quehaceres de la unidad.  

- La última cuenta del día se realiza a las 8:00 pm. Los/as internos/as deben estar en 
sus espacios habitacionales (cabañas) a partir de las 9:00 pm, quedando restringido 
su desplazamiento a otras dependencias del CET. 

 
La unidad presenta un régimen considerablemente más flexible que el de un recinto 
penitenciario cerrado, permitiendo a las personas privadas de libertad gozar de una mayor 
capacidad de circulación al interior del establecimiento. En este contexto, se observaron 
actividades como caminatas por la naturaleza y participación en labores agrícolas, de 
ganadería y servicios generales (panadería, casino y aseo). Asimismo, las personas cuentan 
con espacios destinados al esparcimiento, algunas máquinas para hacer ejercicios y un taller 
de artesanías al que pueden asistir durante su tiempo libre. 

1.3. Oferta programática de reinserción 

Respecto de las actividades, el CET, no presenta una oferta programática educativa, formativa 
o de habilitación laboral que haya sido diseñada con enfoque intercultural, pese a que se 
desarrollan actividades propias de la región y zona rural. No hay una oferta de reinserción 
social que contemple las características económicas, sociales y culturales de la población 
mapuche en la región. La oferta diferenciada es gestionada caso a caso y, en general, se 
autoriza la autogestión más que proveer de alternativas institucionales.  
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El área técnica reporta contar con un jefe técnico que cumple también funciones de gestor de 
casos. Además, cuenta con un encargado laboral y uno educacional.  
 
La evaluación y gestión de caso, a través del modelo RNR y su instrumento IGI3, no contemplan 
adaptaciones que incorporen la variable intercultural en las evaluaciones y consejos técnicos. 
Las evaluaciones de tipo antropológico solo se realizan a solicitud de las mismas personas o 
comunidades, solicitudes que no siempre se acogen.  
 
Cabe destacar que las PPL en la unidad participan de distintas actividades, organizadas en la 
siguiente manera: el área forestal, que incluye el trabajo en el bosque, el aserradero y la 
producción de leña; el área animal, de ganadería ovina y bovina y apicultura, donde se busca 
instalar, a futuro, producción de miel, polen, jalea real, etc.; el área agrícola, con invernaderos 
para producción de hortalizas y con un proyecto de lechería aún en desarrollo; el área de 
mantenimiento y logística, donde participan en actividades de mantenimiento de maquinarias, 
equipos e infraestructura; y el área de apoyo en la alimentación (casinos de PPL y 
funcionarias/os).  
 
El personal entrevistado menciona que están trabajando en potenciar y diversificar la 
producción en algunas de estas áreas –como la apicultura y la lechería– para generar más 
ingresos y oportunidades de capacitación y trabajo para las/os internas/os. Se espera 
prontamente ampliar la cantidad de colmenas y cajones para cosechar y diversificar la 
producción de miel y sus derivados. Lo mismo ocurre con la lechería, donde se espera poder 
repararla y reactivarla para producir subproductos como queso, manjar y mantequilla, tanto 
para consumo interno como para venta. Además, se menciona el proyecto de una avícola –con 
200 gallinas ponedoras y 50 gallinas araucanas y colloncas– y de una chanchería, con el 
objetivo de generar mayores ingresos a través de una mayor diversidad de actividades 
productivas. 
 
Se reporta que el CET de Vilcún estuvo clasificado en la categoría "A" en el pasado, nivel más 
alto según la clasificación de Genchi. En los últimos años, sin embargo, el CET de Vilcùn habría 
ido bajando de categoría, estando a la fecha en clasificación C.  Según el Of. Ord. N° 120/2021 
de Gendarmería de Chile, los criterios que se contemplan para la clasificación de los CET son 
los siguientes:  

(1) Ejecución Presupuestaria: 

 
3  El Modelo de RNR (Riesgo, Necesidad y Responsividad) es el enfoque de intervención aplicado por 
Gendarmería de Chile que busca identificar el nivel de riesgo de reincidencia de las PPL y establecer para los 
distintos niveles estrategias de intervención acordes a los factores de riesgo y protectores identificados. La 
evaluación del riesgo utiliza un cuestionario, que es conocido como Inventario para la Gestión de Caso (IGI).   
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(2) Participación e Innovación (presentación de proyectos, creación de productos, 
incorporación de nuevas líneas de negocio, vinculación con plataforma 
REHACE; 

(3) Autonomía (resolución de dificultades e imprevistos) y; 
(4) Gestión (copamiento, aumento en el nivel de ingresos, inversión en 

infraestructura, mejoras en los montos de incentivos fijos). 
 
La actual administración del recinto tiene como meta volver a alcanzar la categoría "A", ya que 
ello permite también mejorar el pago que se otorga a las PPL por su participación en las 
faenas, ya que se entrega una mayor subvención estatal por interna/o. Ello permitiría subir el 
monto actual entregado de $65.300 a alrededor de $100.000 pesos. Para lograrlo se 
requeriría aumentar la producción y los ingresos económicos del CET a través de las nuevas 
iniciativas productivas propuestas. El CET de Vilcún actualmente es uno de los Centros 
Semiabiertos donde las personas privadas de libertad reciben el piso mínimo de las 
remuneraciones (GENCHI, 2025).  
 
En entrevistas se reporta que las personas del recinto se han organizado entre sí de forma 
autogestionada, reuniendo las artesanías que fabrican para comercializarlas, lo que les 
permitiría recibir montos adicionales, limitados y esporádicos.  
 
Entre los CET nacionales existe mucha diversidad respecto de las actividades que realizan y 
los recursos que generan de manera autónoma.  A nivel nacional, la oferta laboral de los CET 
está fuertemente dominada por rubros tradicionales como la panadería, pastelería, mueblería 
y obras menores, presentes en casi todas las regiones desde Arica hasta Magallanes. En La 
Araucanía, la oferta general de los CET (Angol y Victoria) destaca por un fuerte componente 
agrícola y ganadero que responde a la vocación del territorio, con actividades como la 
producción de frambuesas, huertos de cerezos y manzanos, lumbricultura y crianza de ovinos. 
En el caso de Vilcún la apuesta por diversificar se ha plasmado en la firma de convenios donde 
se destaca por ejemplo el trabajo con CONAF en el manejo de áreas forestales o con el 
Ministerio de Energía y su programa "Leña Más Seca". 
La evaluación de los aportes monetarios y el financiamiento de los CET revela un modelo de 
dependencia mixta, fuertemente condicionado por la capacidad comercial de cada recinto y 
por estrictas restricciones presupuestarias estatales. En el caso del CET de Vilcún 
entrevistados y datos de Gendarmería sobre el funcionamiento del recinto revelan que el 
centro tiene una alta dependencia de los subsidios del Estado y una baja capacidad para 
autofinanciar el trabajo de sus internos.  
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Como se mencionó anteriormente, las/os funcionarias/os entrevistadas/os en el recinto 
identifican solo a una persona como mapuche, que corresponde a una autoridad ancestral 
machi y comunero, privado de libertad, con quien manifiestan tener un trato cordial y 
respetuoso que permite el diálogo y los acuerdos. El Machi reconoce un buen trato, pero 
advierte desafíos en avanzar en la aplicación de un enfoque intercultural en el sistema 
penitenciario que vaya más allá de la evaluación de solicitudes particulares, especialmente en 
derechos relacionados a la oferta programática de reinserción social y la realización de 
determinadas actividades ceremoniales.  

1.4. Ceremonias y rituales religiosos y culturales 

El Machi entrevistado alerta sobre las barreras que existen para la realización de ritos, 
ceremonias religiosas y culturales. Durante la visita se tomó conocimiento de autorizaciones 
de celebraciones del culto evangélico, católico y rogativas mapuche, estas últimas, practicadas 
por el Machi recluido en el recinto, quien tiene permiso para su práctica ritual personal, dentro 
del régimen de reclusión del centro. Uno de los principales reclamos de esta autoridad 
ancestral se relaciona a la negativa de Gendarmería de Chile a autorizar la celebración del 
Nguillatún al interior del predio del CET, ceremonia que el año 2022 ya habría sido permitida. 
En mayo de ese año, el CPT observó la primera celebración de dicha rogativa al interior del 
CET Vilcún4, en la que se autorizó el ingreso de alrededor de 30 personas que pernoctaron en 
el recinto durante 4 días hasta el fin de la ceremonia.  
 
La autoridad penitenciaria rechazó, sin embargo, una nueva celebración del ritual, señalando 
que no había condiciones adecuadas para recibir la cantidad de gente que el Machi pedía 
ingresar. Tal decisión estuvo amparada por los tribunales, quienes argumentaron que no se 
estaría vetando el derecho a realizar este rito si es que se le autorizaba a realizarlo fuera del 
área perimetral, en el territorio mapuche donde está emplazada actualmente su comunidad. 
Para la autoridad penitenciaria este argumento se refuerza al considerar sus permisos de 
salida vigentes que le conceden autorización para la celebración de los ritos comunitarios por 
fuera del recinto. Para el Machi, esta situación está desconociendo las características propias 
de los espacios ceremoniales mapuche o Nguillatuwe y su significación colectiva, simbólica y 
cultural y puede significar un trato degradante al que se incurre por falta de comprensión y 
sensibilidad cultural. Esta ceremonia es una de las principales rogativas del pueblo mapuche, 
y requiere la preparación del espacio sagrado –el Nguillatuwe– destinado a su celebración 

 
4 La ceremonia fue autorizada por Gendarmería y se permitió el ingreso de personas externas al establecimiento 
previo empadronamiento, quienes podían pernoctar en el lugar hasta el fin de la rogativa. Gendarmería no 
ingresó al perímetro en que tuvo lugar la ceremonia, instalándose en una caseta construida especialmente para 
vigilar el lugar y utilizando drones para monitorear desde el aire.  
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como centro de la vida comunitaria y espiritual mapuche, que cobra vida, se renueva y 
actualiza simbólicamente a través de la celebración del rito comunitario. 
 
La complejidad del caso, según relata el Machi, reside además en que habría existido un 
acuerdo con la administración penitenciaria para facilitar las condiciones para esta 
celebración, que habría sido revisado por las partes durante la Consulta Indígena llevada a 
cabo en la región en 20245, donde la autoridad negoció números de días y de personas en 
pro de alcanzar la visación de un acuerdo que permitiera una nueva celebración del rito 
comunitario dentro del recinto.  
 
Esta situación advierte un desencuentro que evidencia la necesidad de avanzar en 
sensibilización y formación en estas materias, tanto en operadores del sistema penitenciario, 
como en el de justicia.  

2. Contacto con el mundo exterior  

Las visitas de familiares se realizan los martes y domingos de 9:00 a 16:00 horas, con un 
límite de 5 personas por interno/a. Se hacen excepciones eventualmente en el número de 
visitas cuando el 6to es un niño/a. No hay excepciones en casos de visitas más extensas, de la 
comunidad o autoridades ancestrales, las que entran y son enroladas en el cupo por interno, 
regla que es homogénea para toda la población, sin trato diferenciado.   
 
El acceso a llamadas telefónicas es bastante fluido. Las personas privadas de libertad en el 
CET tienen permitidas llamadas telefónicas en horarios controlados desde la unidad técnica, 
donde pueden solicitar realizar llamadas sin cobro. Además, pueden inscribirse para realizar 
videollamadas en una habitación habilitada para ello.  
 
Respecto de los permisos de salida, el Artículo 83 del Estatuto establece que tanto los 
condenados de los CET cerrados y semiabiertos pueden postular a los permisos de salida 
establecidos en el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios.  Además, los internos de 
los CET semiabiertos pueden postular al permiso de salida esporádica especial: que es un 
permiso extraordinario, sin custodia, que se puede conceder en días hábiles con el objeto de 
realizar trámites de carácter personal e indelegables, y solo por el tiempo que sea necesario 
para su realización. Asimismo, pueden postular a un permiso de salida trimestral, el cual 
consiste en un permiso de salida sin custodia y de hasta siete días, que tiene como objetivo 
visitar a la familia e incluso pernoctar con ésta, todo lo anterior en el marco del reintegro 

 
5  Donde el CPT participó como observador y cuyo informe está disponible en https://mnpt.cl/wp-
content/uploads/2025/07/Informe-Final-de-Observacion-Consulta-Indigena-al-REP.pdf 
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progresivo al medio libre. Los condenados pueden postular a este permiso tras un periodo de 
observación y evaluación de seis meses, contados a partir del ingreso al Centro. 
 
El Centro reportó que se otorgan salidas especiales y esporádicas, como en el caso de una 
autoridad ancestral (Machi) recluida en el recinto quien ha sido autorizada a salir y realizar 
una ceremonia en su comunidad. También se reportó la autorización de visita de animales 
(mascotas) a la unidad. Estas salidas y visitas especiales se aprueban y evalúan caso a caso, 
sopesando factores como la seguridad y razones personales y colectivas, que motivan las 
solicitudes.  
 
La unidad está ubicada en un sector bastante apartado, a las afueras del pueblo de Vilcún y a 
una distancia considerable de Temuco. Ello genera desafíos en términos de los costos y 
tiempos de traslado derivados de su emplazamiento. La lejanía de la ubicación se identifica 
como una limitante para el uso de los permisos de salida, dificultando tanto el traslado hacia 
el exterior de la unidad y como la realización de visitas, que deben costear el viaje hacia el 
centro, generalmente desde localidades alejadas.  
 
Se indica que el traslado a Temuco, para hacer uso de los permisos de salida, implica un gasto 
de aproximadamente de $20.000 en transporte privado. Si bien existen buses públicos a 
menor costo, la frecuencia del servicio, el tiempo de espera y la duración del traslado no hace 
viable su uso para salidas y visitas que son por tiempos acotados donde el tiempo disponible 
se ve significativamente reducido por el desplazamiento. Sin un sistema de acercamiento, las 
personas privadas de libertad enfrentan importantes desafíos para costear las salidas. En 
algunos casos, cuando coinciden con otros internos/as pagan un taxi (transporte privado) en 
conjunto, pero no siempre tienen la posibilidad de costearlo, y el salario que reciben por sus 
labores en el CET no es suficiente para financiar los permisos de salida. Con el objetivo de 
mitigar esta situación, la jefatura de la unidad está buscando implementar el uso de un móvil 
propio para traslados, tanto de salidas como de retornos. Según el reporte de funcionarios/as, 
la provisión de este apoyo constituye un desafío institucional relevante, ya que el 
emplazamiento del recinto y su lejanía, podrían estar operando como un desincentivo para 
que las/os internas/os de otras unidades postulen a esta unidad. Para abordarlo han buscado 
realizar mayor difusión sobre la unidad y las facilidades para vincularse paulatinamente con 
la comunidad, lo que ha implicado iniciar un trabajo de sensibilización en unidades cerradas. 
Asimismo, reportan haber realizado algunas iniciativas comunicacionales, con videos y 
material informativo, para incentivar más postulaciones, en especial considerando el bajo nivel 
de ocupación actual. 
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3. Condiciones materiales e infraestructura 

Las instalaciones son principalmente de madera y necesitan mejoras, ya que son antiguas, 
aunque según reporte de funcionarias/os, se van reparando de manera paulatina en la medida 
que la unidad puede conseguir recursos. Cuentan con estufas a leña y por lo tanto tienen 
buena calefacción en invierno, que es crudo en este sector cordillerano de la Araucanía.  
 
Las personas privadas de libertad se alojan en cabañas de madera y durante la noche quedan 
sin cierre con llave, bajo lógica de confianza. No obstante, el sector cuenta con un cierre 
perimetral que permanece asegurado y tiene un sistema de cámaras de monitoreo constante 
en la zona exterior. Todas las cabañas disponen de baños y duchas con agua caliente. Cuentan 
con camas y camarotes, mesas de comedor centrales y sillas. Tienen calefacción a leña y 
ventanas que permiten una adecuada ventilación. No obstante, se observa una infraestructura 
envejecida, con mantenciones parciales y algunas ventanas en mal estado. En el exterior de 
las cabañas existe un sector techado destinado al almacenamiento de ropa de trabajo, ropa 
húmeda, botas, etc., donde además se encuentran lavadoras y una zona de secado.  
 
Respecto de la segmentación, el sector de cabañas aloja solo población masculina, mientras 
que la población femenina se aloja en una cabaña por fuera del perímetro del sector de 
hombres, cerca del área de oficinas, donde se desempeña el personal administrativo y se 
emplaza el casino.  
 
Adicionalmente, se reporta que las cabañas para hombres están organizadas por tipos de 
quehaceres o áreas laborales en las que participan las PPL, ya que hay tareas productivas del 
CET que comparten horarios similares, lo que hace más fácil la organización de las casas y de 
la población penal con sus pares. También se reporta una cabaña para internos “de confianza” 
(cabaña VIP), donde se alojan quienes trabajan en labores vinculadas a la mantención de 
máquinas del recinto y en el casino (mozos).  
 
En el predio se han ido instalando las distintas áreas productivas, asociadas al rubro agrícola. 
El emplazamiento y distancia ubica al CET con un riesgo elevado de incendios, lo que se 
acentúa a propósito de la materialidad de las construcciones, el uso de calefacción a leña y el 
hecho de que no cuentan con red húmeda ni seca. Funcionarias/os y usuarias/os reportan que 
se realizan simulacros anuales y se observa disponibilidad de extintores como medidas 
preventivas.  
 
Para la realización de los talleres productivos, se dispone de galpones de madera, como es el 
caso del invernadero, sector de guarda de animales, y el área de mantención de maquinaria, 
Estas estructuras han sido construidas principalmente en madera y con materiales ligeros.  
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4. Salud  

No existe equipo de salud permanente en el CET. No obstante, usuarias/os y funcionarias/os 
reportan un acceso fluido a atención primaria y secundaria, coordinada con el Hospital de 
Vilcún y la Posta Rural San Patricio. Se informa que no hay dificultades mayores en los 
traslados inmediatos ante urgencias y el acceso a medicina general, vacunación (voluntaria), 
o la entrega de medicamentos en los casos que se requieran. En casos de salud mental, se 
gestionan horas en la misma red pública, previa solicitud.  
 
Durante la atención médica se reporta acompañamiento de parte de las/los funcionarias/os 
que trasladan y custodian fuera del box. El recinto cuenta con infraestructura e implementos 
sanitarios básicos dentro de la unidad. Las/los funcionarias/os reportan contar con 
capacitaciones básicas en primeros auxilios.  
 
Respecto del acceso a medicina tradicional, se mencionan permisos para el uso de hierbas 
medicinales, más no hay reportes de vinculación con programas de salud intercultural. Esto 
va en consonancia con la Resolución 3925 de Gendarmería de Chile (2020), que permite 
además el ingreso de médicos tradicionales y sanadores de confianza de las personas 
privadas de libertad, el desarrollo de otras prácticas de salud compatibles con la cosmovisión 
del interno, extiende el resguardo a la salud mental y espiritual, y reafirma el principio de no 
discriminación y el deber estatal de tomar las medidas necesarias para lograr 
progresivamente la efectividad del derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud 
física y mental. 
 
Finalmente, se señala que en las postulaciones al CET generalmente se excluye a potenciales 
usuarias/os con enfermedades crónicas o situaciones de discapacidad leve o severa, ya que 
el emplazamiento y distancia dificulta el acceso rápido, intensivo y regular que se requiere en 
estos casos. 

5. Medidas de Protección  

El acceso a información es principalmente verbal y la responsabilidad recae principalmente 
en el Jefe del Área Técnica, quien actúa como gestor de caso para las PPL.  
 
No se dispone de mecanismos confidenciales para realizar solicitudes, quejas o realizar 
denuncias de maltrato dentro de la unidad, y la forma de hacerlo es a través de escritos, que 
implican la exposición de la situación ante el funcionario/a responsable de la unidad o el jefe 
técnico/gestor de caso.  
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Respecto del acceso a asistencia jurídica, se reporta la visita regular de un/a funcionario/a de 
la Defensoría Penal Pública, quien concurre una vez al mes y brinda atención, previa 
inscripción. Existe la percepción de acceso formal, pero todavía limitado en frecuencia, 
celeridad y seguimiento de quejas y/o denuncias. 
 
En temas relacionados con salvaguardas, de las entrevistas se recoge que la falta de 
mecanismos confidenciales para presentar quejas eleva el riesgo de eventuales tratos 
degradantes y abusos por parte de pares o del personal, los que quedan invisibles y sin 
gestionar. Las/os usuarias/os consultados/as manifiestan temor a represalias, como el miedo 
a perder beneficios en caso de reportar o denunciar situaciones irregulares o eventuales 
abusos de pares o funcionarias/os, lo que inhibe el uso efectivo de los mecanismos 
establecidos y en operación a la fecha de la visita.  
 
No se reportan hechos de violencia física por parte de funcionarias/os y/o usuarios/as en las 
entrevistas.  

6. Gestión del Establecimiento 

Según reporte oficial desde la Dirección Nacional de Gendarmería (oficio ordinario N° 
14.00.00.1553/25) el CET de Vilcún tiene una dotación total de 34 funcionarias/os, de los 
cuales reportan 26 hombres y 8 mujeres. 
 
Entre los hombres, habría 22 uniformados y 4 civiles, y entre las mujeres 6 uniformadas y 2 
civiles. Usuarios/as, destacan la falta de funcionarias mujeres que, según relatan, impacta 
directamente en derechos de las internas (a circular, participar en talleres y cultos), lo que 
restringe las oportunidades para un abordaje más integral de la reinserción social, sin sesgos 
de género, ya que solo participan de talleres y actividades si hay funcionarias disponibles para 
acompañarlas en estas instancias, las que suelen limitarse a labores más bien domésticas 
(aseo, huerto y cocina).  
 
El área técnica reporta contar con un jefe técnico que –como se señaló previamente– cumple 
también funciones de gestor de casos. Además, cuenta con un encargado laboral y uno 
educacional.  
 
A pesar de conocer la necesidad de proveer un trato culturalmente diferenciado, los relatos 
de funcionarios dejan entrever una escasa comprensión de su importancia y una resistencia a 
implementar modificaciones estructurales y/o acciones diferenciadas dentro de la población 
penal. 
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Se arguye que en contexto penitenciario el trato diferenciado puede ser leído como preferente 
o privilegiado. Adicionalmente, el trato especializado presenta una resistencia práctica 
vinculada con la sobrecarga laboral, ya que la dotación a cargo de generar las adecuaciones 
para grupos de especial protección (pueblos indígenas, mujeres, personas con discapacidad, 
personas mayores, diversidad sexual) es la misma de siempre, y debe implementar tales 
acciones como tareas adicionales a la carga regular de trabajo de equipos técnicos que suelen 
tener escaso acompañamiento institucional, capacitación y/o recursos adicionales a la hora 
de enfrentar cambios normativos y procedimentales.   

Quiero decir que todas estas excepciones me parecen súper válidas, incluso necesarias 
y pertinentes. Todo lo que quieras, pero no va acompañado con los recursos adecuados. 
(Funcionario CET Vilcún) 

Funcionarias/os refieren haber cursado capacitaciones en cosmovisión mapuche, no así en 
enfoque de género o grupos de especial protección, lo que no facilita la superación de la 
resistencia declarada a implementar acciones diferenciadas por parte del personal 
penitenciario, uniformado y técnico, quienes conciben éstas como privilegios, que implican, 
además, el abultar las cargas laborales sin recursos, ni mayor dotación que acompañe tales 
iniciativas.  
 
En términos generales, funcionarias/os civiles y uniformados refieren que las capacitaciones 
presenciales que reciben son escasas y superficiales (aunque destacan algunas experiencias 
formativas específicas que evalúan como positivas y de mayor profundidad. Las 
capacitaciones se perciben como insuficientes, especialmente en lo relativo a la incorporación 
del cambio cultural que significa modificar percepciones sobre el mundo mapuche y su 
relación con el Estado, y la naturalización de estereotipos. Tal como se señala en una de las 
entrevistas “en el colegio te enseñan que los pueblos originarios existían en el pasado y no 
son cosa del presente”.  
 
Funcionarios mencionan conocer el Convenio 169 de la OIT, y se refieren a la Resolución Ex. 
N° 3925/2023, al Decreto 518 sobre el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios y las 
modificaciones en curso. Ante la consulta por enfoque intercultural, refieren que se trata más 
bien de un encuadre normativo que informa la toma de decisiones caso a caso más que un 
protocolo de actuación que aplique al sistema penitenciario en su conjunto. La ausencia de 
lineamientos institucionales claros podría favorecer una implementación discrecional del 
enfoque intercultural, quedando el acceso a derechos culturales y espirituales sujeto a 
interpretaciones individuales de las autoridades penitenciarias y judiciales. Esto genera 
incertidumbre respecto del ejercicio de derechos fundamentales y puede derivar en 
respuestas inconsistentes o arbitrarias frente a solicitudes similares.  
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Respecto de las capacitaciones y habilitación laboral en oficios, las/os funcionarias/os 
reportan que participan tanto funcionarias/os como a internas/os en ellas. Destacan la 
necesidad de instalar instructores/as en la misma unidad, de manera que la unidad pueda 
contar con referentes institucionales que puedan apoyar la habilitación laboral y dar 
continuidad a las labores productivas al tiempo que se promueve el aprendizaje y desarrollo 
de capacidades en las distintas áreas laborales. Eso también exige desarrollar incentivos de 
especialización para que las funcionarias/os puedan trabajar más intensamente en la 
reinserción, revisar las rotaciones de personal en funciones y unidades, y aprovechar las 
capacidades instaladas a propósito de los sectores productivos que se han promovido dentro 
de la unidad, en la línea de acompañamiento y reinserción laboral.  
 
Adicionalmente las condiciones laborales existentes, los costos asociados a un 
emplazamiento aislado (tanto para el uso de permiso de salidas como para el acceso de 
visitas) y la remuneración meramente simbólica percibida por las labores desarrolladas, no 
constituyen incentivos efectivos para postular a este CET. En este contexto, tanto personas 
privadas de libertad como funcionarias/os coincidieron en señalar que dichos factores 
contribuyen de manera significativa a la baja ocupación del recinto. A ello se suma las 
dificultades de difusión del CET como alternativa de cumplimiento penitenciario y reinserción 
social. Si bien la administración ha implementado diversas estrategias orientadas a revertir 
esta situación- descritas previamente en este informe- éstas aún no han logrado impactar de 
manera sustantiva en el número de postulantes.   
 
En síntesis, uno de los principales desafíos para la administración del recinto radica en 
diversificar y aumentar la producción del CET, de modo de recuperar la categorización "A" a 
nivel nacional. Ello permitiría obtener mayores recursos para mejorar las condiciones del 
establecimiento, como al fortalecimiento de los incentivos y oportunidades laborales y 
procesos de reinserción ofrecidos a las/os internas/os. 

7. Trato y seguridad 

En general el trato y la convivencia, tanto entre pares como entre usuarios y funcionarios, es 
descrita como tranquila y sin mayores conflictos.  
 
La configuración del CET como un recinto semi abierto, la posibilidad de desarrollar 
actividades conectadas con la naturaleza y las labores propias del predio, aparecen como 
factores que contribuyen positivamente al trato y a la percepción de un entorno menos hostil 
que el régimen penitenciario cerrado. Sin embargo, ello no excluye la posibilidad que existan 
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dinámicas de control o situaciones que puedan generar afectaciones relevantes a los derechos 
de las personas privadas de libertad. 
 
En relación con los procedimientos de seguridad, y particularmente respecto de los 
allanamientos, las PPL reportan revisiones esporádicas, percibidas como menos invasivas y 
violentas que las vividas en régimen cerrado. Se describe que, en casos en que se han 
detectado drogas o teléfonos, las personas reciben inmediata sanción y han sido trasladados 
a régimen cerrado. Las/os funcionarias/os reportan que en caso de conflictos no existen 
sanciones internas de aislamiento, ya que son causal de inmediata expulsión. Para este tipo 
de procedimiento se cuenta con una celda de retención temporal, la que corresponde a una 
celda pequeña, ubicada en la guardia interna, en la puerta de ingreso al recinto, la que se 
utiliza como espacio de detención transitorio mientras se gestiona el traslado al recinto 
penitenciario cerrado que corresponda.  
 
Aunque el CPT no recibió denuncias formales o específicas sobre malos tratos o torturas, las 
entrevistas realizadas permitieron constatar la existencia de conflictos interpersonales tanto 
entre pares como entre personas usuarias y funcionarios/as. Se percibe como un relevante 
factor de riesgo la existencia de situaciones de violencia psicológica, abuso de poder, y de 
acoso laboral y sexual, lo que levanta una alerta especial para los casos de mujeres, quienes 
son minoría en el recinto y que disponen de poco personal femenino de resguardo.  
 
Uno de los principales factores que desincentivan la interposición de denuncias o quejas dice 
relación con la percepción de falta de confidencialidad y la desconfianza respecto de la 
existencia de procedimientos imparciales y con las garantías de debido proceso. En particular, 
las personas entrevistadas manifestaron temor a sufrir represalias por reportar eventuales 
abusos cometidos por personas que detentan con mayor estatus o poder dentro del recinto. 
 
En este sentido, se advirtió una extendida percepción de desconfianza hacia la capacidad de 
las autoridades penitenciarias para abordar los conflictos de manera imparcial reinserción y 
de la mantención de beneficios y permisos obtenidos en el régimen semiabierto del CET. De 
este modo, presentar una queja formal ante un funcionario a cargo o denunciar por la vía 
judicial, es percibido como una acción que expone a la persona denunciante a un 
procedimiento carente de salvaguardas suficientes, potencialmente injusto y que puede 
incluso podría derivar en el traslado del denunciante (y eventual víctima) a un régimen de 
internación cerrado.  



 

 

 

22 
 

Situación de las mujeres privadas de libertad en la unidad desde un enfoque de género 

Dentro del CET existen 11 cabañas disponibles para el alojamiento de la población penal, de 
las cuales solo una está destinada para el uso de mujeres. La cabaña donde se alojan es la 
más cercana a las dependencias del personal de Gendarmería, a escasos metros del sector 
administrativo y del casino donde transita y aloja el personal. Al momento de la visita, en la 
cabaña había tres mujeres privadas de libertad.  
 
La unidad cuenta con escasa dotación de personal femenino. En el monitoreo se reporta la 
presencia de cuatro funcionarias en el recinto (dos civiles y dos uniformadas). A pesar de que 
se reporta que realizan rondas y acompañan a las mujeres privadas de libertad en la 
circulación dentro del recinto, durante la visita se observaron ejerciendo labores de oficina y 
administrativas y no funciones de custodia. Adicionalmente se reportó la existencia de una 
funcionaria en turno de noche que no se encontraba al momento de la visita y que realiza la 
guardia de las dependencias en horario de encierro nocturno.  
 
Las mujeres privadas de libertad tienen menor libertad de movimiento dentro de la unidad 
penal. Según advierten entrevistados/as, se debería principalmente al déficit de personal 
femenino que garantice su custodia, lo que restringe sus posibilidades de acceder a 
experiencias laborales más diversas, a oportunidades de formación, al desarrollo de 
habilidades y a una reinserción en condiciones de desigualdad. Para las mujeres no existe una 
oferta de formación laboral distinta a la de aseo y cocina, por lo que, a excepción del huerto, 
no participan en las demás faenas productivas propias del centro. Los hombres, en cambio, 
tienen la posibilidad de participar tanto del casino, aseo y huerto como también en labores de 
mantenimiento de maquinarias, trabajo forestal, ganadería y apicultura. Adicionalmente, la 
participación de las mujeres en cultos y en el taller de artesanías - actividad que pueden 
desarrollar en los horarios de descanso - también está sujeta a la disponibilidad de personal 
femenino para acompañarlas. 
 
Las personas privadas de libertad (hombres y mujeres) y el personal entrevistado coinciden 
en la mayor desprotección de las mujeres dentro del recinto, alertando sobre el potencial 
riesgo de abuso tanto de parte de funcionaria/os como de pares. Se reporta que, por norma, 
los funcionarios hombres no pueden ingresar a la sección femenina (cabaña). Sin embargo, no 
fue posible verificar si eso es así, encontrándose relatos dispares entre funcionarias/os y 
usuarias/os del recinto. Esta situación resulta particularmente problemática, ya que evidencia 
cómo las medidas de protección hacia las mujeres privadas de libertad terminan 
traduciéndose en mayores restricciones de movilidad y acceso a actividades, incrementando 
las condiciones de aislamiento y dependencia y generando barreras para el ejercicio de 
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derechos en condiciones de igualdad respecto de la población masculina. Esto afecta 
directamente su autonomía, formación y futuro proceso de reinserción sociolaboral. 

B. Consulta indígena sobre Reglamento Penitenciario 

Durante los años 2024 y 2025, el CPT participó como organismo observador en el proceso de 
Consulta Indígena al Reglamento de Establecimientos Penitenciarios. Se publicaron dos 
informes sobre el proceso6.  

Hacia comienzos del 2026 no se contaba con información sobre el término administrativo del 
proceso de consulta y de la toma de razón por parte de CGR de las modificaciones al REP 
resultantes. Como respuesta a la solicitud del CPT sobre la materia, el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, vía Of. Ord N° 1036 del 13 de febrero de 2026, informó que el proceso se 
encuentra en fase de sistematización final, a la espera del informe de Gendarmería exigido 
por la Contraloría General de la República para avanzar en la tramitación del Reglamento. 
Respecto de la devolución del proceso de consulta, señalan que este se comenzó a desarrollar 
en el mes de diciembre de 2025 y debiera concluir durante el primer trimestre de 2026.  

El CPT continúa su avance como observador del proceso, a la espera de la pronta definición y 
tramitación del Reglamento.  

C. Avances y desafíos en la aplicación de un enfoque intercultural de parte de otros 
actores del sistema de justicia 

A continuación se presenta una síntesis que recoge los principales avances y desafíos 
pendientes en la implementación de un enfoque intercultural en el acceso a la justicia para 
personas mapuche y de otros pueblos indígenas, identificados a partir de la revisión de 
informes previos del CPT en la región y de entrevistas de seguimiento realizadas en 
agosto de 2025 a actores claves consultados en la Región de La Araucanía, entre ellos, 
funcionaria/os de unidades territoriales y de Control de Orden Público (COP) de Carabineros 
de Chile, Fiscalía Regional y Defensoría Penal Pública. 

En materia de función policial 

El CPT realizó una visita preventiva, en marzo de 2024, a unidades territoriales y recintos de 
Control de Orden Público (COP) de la Región de La Araucanía, cuyos resultados se detallan en 
el informe específico sobre dicho monitoreo7. Los hallazgos de dicho informe dan cuenta de 

 
6 Informe Intermedio sobre Observación CPT Consulta Indígena REP de Junio 2024 e Informe Final de mayo 
2025. Ambos disponibles en www.mnpt.cl.  
7 Ver Informe de visita preventiva a Comisarías de Carabineros de Chile en la Región de la Araucanía. Disponible 
en sitio web www.mnpt.cl 

http://www.mnpt.cl/
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que las unidades territoriales mantienen un contacto cotidiano y directo con personas 
pertenecientes al pueblo mapuche, enfrentando desafíos de carácter intercultural, 
especialmente en el trato durante los procedimientos de detención y en la custodia en 
dependencias policiales. Estas dificultades se manifiestan, en particular, en situaciones en que 
la cosmovisión de las personas involucradas puede tensionar prácticas como la revisión de 
vestimenta o la entrega de pertenencias personales, así como en aquellos casos en que las 
barreras idiomáticas dificultan la interacción, requiriendo la presencia de intérpretes o de 
personal con dominio del mapudungun.  

Por otra parte, el personal COP constituye un componente de apoyo operativo a las unidades 
territoriales de la institución. Sus recintos no cuentan con infraestructura destinada a la 
custodia de personas privadas de libertad, por lo que, en la práctica, toda persona detenida 
en procedimientos en los que participa personal COP es derivada de forma inmediata a las 
unidades territoriales de la institución (comisarías), las cuales asumen su procesamiento, 
registro y custodia.  

La intervención de las unidades especializadas COP se desarrolla exclusivamente en respaldo 
de procedimientos policiales impulsados por las unidades territoriales, particularmente en 
escenarios de mayor riesgo que requieren su participación, como allanamientos, desalojos, 
cumplimiento de órdenes de detención o resguardo de manifestaciones. En estos contextos, 
su rol se orienta a la gestión de riesgos y a asegurar condiciones de seguridad frente a 
eventuales situaciones de violencia, incluyendo posibles enfrentamientos armados. Para ello, 
el personal dispone de equipamiento especializado, como vehículos blindados, cámaras 
corporales, drones y otros dispositivos acordes a los contextos operativos en los que 
interviene. En estos procedimientos complejos, se constata una ausencia de instancias de 
diálogo previo con autoridades tradicionales o referentes comunitarios, lo que limita la 
incorporación efectiva de una perspectiva intercultural en la planificación y ejecución de los 
operativos.  

Adicionalmente, el personal COP cumple servicios de punto fijo, destinados a resguardar 
predios rurales, instalaciones productivas, maquinaria y personas que han sido objeto de 
violencia o amenazas graves, mediante la destinación de órdenes judiciales donde se le 
encarga a la institución la implementación de dicha vigilancia. En los diversos monitoreos 
realizados por el CPT a la zona, se ha podido identificar un número significativo de estos 
servicios, lo que implica, por una parte, la destinación de un contingente relevante de 
funcionarios a labores de vigilancia prolongada en estos puntos, con efectos en su 
disponibilidad para otras funciones, y, por otra, incide en la presencia sostenida de personal 
policial en determinados territorios. Estos servicios pueden operar de forma continua o en 
franjas horarias específicas (principalmente nocturnas), extendiéndose en algunos casos por 
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periodos prolongados. Esta permanencia favorece una interacción sostenida entre el personal 
policial y las comunidades aledañas, la cual puede tornarse compleja en ausencia de una 
formación adecuada y de un enfoque intercultural pertinente a las características del contexto 
local.  

Esta brecha resulta especialmente relevante considerando que, tanto en los servicios de 
control de orden público como en los puntos fijos, existe interacción directa con comunidades 
indígenas en un contexto de conflictividad territorial persistente.  

Si bien para estas labores de vinculación la Institución señala la conformación de las Patrullas 
de Atención a Comunidades Indígenas (PACI), que son una unidad especializada de 
Carabineros que mantiene el vínculo con las comunidades desde un rol preventivo y mediador, 
reuniéndose periódicamente con éstas para colaborar en problemáticas locales, participando 
en actividades y asistiendo a comunidades que viven en sectores aislados, parecería que su 
sola existencia no permitiría integrar la mirada intercultural en todos los procedimientos 
policiales que realiza Carabineros en el territorio.  

Al respecto, se reconoce como un aspecto positivo que quienes integran estas patrullas son 
funcionarios principalmente indígenas que manejan el mapudungun, lo que permite que, en 
ocasiones puedan apoyar la entrega de información a personas mapuche detenidas o 
actuando como traductores de personas que acuden a interponer denuncias y que no hablan 
español, su labor se ve limitada a propósito del número reducido de estas patrullas en el 
territorio. 

Las entrevistas y visitas a las comisarías de la región dan cuenta que, efectivamente, estas 
patrullas no darían abasto para cubrir la región, puesto que están presente sólo en algunas 
comunas y unidades (como Padre Las Casas, Collipulli y Victoria) aunque les corresponde dar 
cobertura regional, tal cometido estaría limitado por su capacidad efectiva, impidiéndole 
participar en todos los procedimientos que podrían requerir un enfoque intercultural. 
Asimismo, en aquellos escenarios que implican el uso potencial de la fuerza, su participación 
podría generar discrepancias entre las funciones y criterios implementados por estas unidades 
de proximidad y quienes efectúan el procedimiento mismo, pudiendo afectarse la relación y 
validación de las comunidades hacia estos dispositivos y hacia la institución policial en 
general.  

En consecuencia, se identifica que la dimensión intercultural no se integra de manera 
transversal al quehacer del personal policial, sino que se sostiene de manera localizada por 
las PACI y las unidades territoriales con presencia permanente en el territorio y se activa de 
forma reactiva ante barreras culturales o comunicacionales.   
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En este contexto, se identifica como brecha relevante, tanto en unidades COP como en las 
unidades territoriales, la ausencia de formación especializada y de protocolos operativos 
con una perspectiva intercultural clara, lo que dificulta garantizar un trato plenamente 
respetuoso de los derechos culturales de los pueblos indígenas en contextos de control 
policial y, cuando corresponde, de privación de libertad.  

Tanto en la visita a las unidades policiales de Región el año 2024 como en las entrevistas 
realizadas a actores clave, se observa que, en caso que los procedimientos planificados 
como desalojos o allanamientos donde se detecta la presencia de niñas, niños y adolescentes, 
se exige la coordinación de las unidades territoriales y el COP con la Tenencia de Familia y el 
Departamento de Derechos Humanos de la institución, quienes estarían presentes para 
acompañar y supervisar el proceso y el resguardo a los derechos fundamentales. En 
procedimientos no planificados se solicita este acompañamiento, pero puede tardar, según la 
distancia entre la unidad y el territorio donde ocurre el procedimiento. 

En el marco del estado de excepción constitucional, vigente en la región durante los últimos 
años, la información levantada por el CPT en la región, en los diversos monitoreos, da cuenta 
de que las Fuerzas Armadas no interviene directamente en las detenciones ni en los 
procedimientos policiales, sino que actúan siempre bajo las directrices y el mando operativo 
de Carabineros. Su trabajo es reconocido como de apoyo logístico y de resguardo perimetral 
o "tercer anillo" en el marco de los procedimientos implementados, por lo que, según los 
relatos, no existiría vinculación directa de esta institución con las comunidades.  

En materia de formación, se observa que el personal de Carabineros reconoce la existencia 
de instancias de capacitación en derechos humanos desarrolladas tanto a nivel institucional 
como en colaboración con organismos externos, tales como el Instituto Nacional de Derechos 
Humanos, la Defensoría de la Niñez y la Defensoría Penal Pública. Estas incluyen contenidos 
teóricos y ejercicios prácticos sobre control de identidad, uso de la fuerza, legítima defensa y 
procedimientos de esposamiento. Asimismo, se destaca la existencia de una sección 
especializada en derechos humanos al interior de las unidades COP, con instructores propios 
y lineamientos institucionales definidos. 

Si bien las unidades COP presentan mayores niveles de capacitación en materias operativas 
y de derechos humanos en comparación con las unidades territoriales, la formación específica 
en pueblos indígenas e interculturalidad sigue siendo limitada y de carácter general, sin una 
profundización suficiente en la cultura mapuche ni en la aplicación de enfoques diferenciados 
en los procedimientos. 
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En la práctica, los funcionarios indican que no existen protocolos interculturales específicos ni 
directrices diferenciadas para el ingreso a comunidades indígenas, más allá del cumplimiento 
general de la normativa de derechos humanos. El vínculo con dichas comunidades se delega 
principalmente en las PACI, lo que refuerza la falta de transversalización del enfoque 
intercultural en el conjunto del personal.  

Por otra parte, la constatación de lesiones de personas detenidas recae en las unidades 
territoriales, privilegiando su realización en centros de salud por sobre la utilización de actas 
de salud, con el fin de asegurar la evaluación por parte de un ente externo. Durante los 
procedimientos, el uso de cámaras corporales es reportado como habitual, complementado 
en zonas rurales con sistemas de transmisión satelital que permiten el monitoreo en tiempo 
real y la trazabilidad de las intervenciones, permitiendo dejar registro de los procedimientos. 

Por otra parte, se observa un déficit de información sistematizada respecto de funcionarios 
pertenecientes al pueblo mapuche o hablantes de mapudungun, lo que limita el 
aprovechamiento de estos recursos, por las unidades territoriales ante la necesidad de contar 
con apoyo para la interacción con alguna persona perteneciente a este pueblo y que no hable 
español. 

Asimismo, la situación territorial es comprendida institucionalmente bajo el concepto de 
“violencia rural”, lo que tiende a homogeneizar la intervención policial en contextos que 
involucran a comunidades mapuche, invisibilizando la relevancia del enfoque intercultural en 
la función preventiva, de protección y en la interacción cotidiana con dichas comunidades, 
especialmente en un contexto de estado de excepción y sostenida presencia de fuerzas 
policiales y militares en la zona.  

En la investigación y persecución penal  

En entrevistas con la Fiscalía regional, se constata que, al momento del abordaje de un 
enfoque intercultural y su implementación en el sistema de justicia y entre sus operadores, 
persiste una tensión entre el reconocimiento discursivo de la diversidad cultural y la primacía 
de una lógica de igualdad formal ante la ley. Esta tensión limita las posibilidades de incorporar 
de manera más amplia y sustantiva un enfoque intercultural en la persecución penal y en el 
tratamiento de personas imputadas indígenas. En el ámbito administrativo y de atención a 
víctimas, de las acciones identificadas por la autoridad, no parecen permear de manera 
significativa las decisiones relativas a la persecución penal, la determinación de medidas 
cautelares o la ejecución de sanciones.  

En términos generales, desde la Fiscalía regional se reporta una visión heterogénea respecto 
de la experiencia histórica, la composición social y la vida cotidiana del pueblo mapuche, 
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reconociéndose profundas diferencias territoriales entre comunidades urbanas, cordilleranas 
y costeras, así como distintas formas de liderazgo, organización y vinculación con los conflictos 
en la región. Desde esta perspectiva, se plantea que dicha diversidad exigiría aproximaciones 
diferenciadas del Estado, mediante el despliegue de estrategias sostenidas que incorporen 
una perspectiva intercultural en la gestión pública.   

Respecto del aumento del encarcelamiento de personas mapuche, se sostiene que éste 
respondería principalmente a la persecución penal de grupos minoritarios radicalizados y 
organizados bajo lógicas criminales, y no a una criminalización étnica. Sin embargo, se enfatiza 
que la mayoría de los delitos imputados a personas mapuche corresponden a delitos comunes, 
como violencia intrafamiliar o delitos contra la propiedad rural. Cabe señalar que gran parte 
de las personas privadas de libertad que se autoidentifican como pertenecientes a la etnia 
mapuche no se encuentren necesariamente segmentados en módulos de comuneros y/o 
módulos exclusivos para personas indígenas.  

Respecto del uso de la Ley Antiterrorista, se observa una postura crítica respecto de su 
utilización motivada por presiones políticas o mediáticas. A pesar de las recientes reformas 
que modificaron la ley, la Fiscalía refiere privilegiar la investigación bajo el marco penal 
ordinario -como ocurrió durante el proceso del caso Luchsinger Mackay- reportándose un uso 
muy escaso de las facultades antiterroristas. Por otra parte, a la hora de evaluar el Estado de 
Excepción vigente en la región, se valora el despliegue militar como un elemento disuasorio 
que habría contribuido a disminuir hechos de violencia, pero se aclara que las labores de 
investigación penal continúan radicadas en Carabineros y la PDI. 

Finalmente, respecto de los avances en la implementación de una perspectiva intercultural 
desde la Fiscalía, si bien se reportan avances en materia de atención a víctimas mediante la 
incorporación de facilitadores interculturales, el abordaje hacia personas imputadas indígenas 
sigue siendo limitado. En particular, se identifican desafíos importantes asociados a la 
ausencia de mecanismos que permitan levantar estadísticas sobre la pertenencia étnica de 
víctimas y acusados, a fin de poder brindar una respuesta institucional que contemple la 
pertenencia intercultural. Asimismo, se reconoce la ausencia de modalidades de cumplimiento 
penitenciario con pertinencia cultural, cuestión que actualmente es percibida por los actores 
como estructuralmente inviable.  

Acceso a la defensa 

En la DPP se observa una mirada más crítica y estructural respecto de la implementación de 
un enfoque intercultural en el sistema de justicia penal. Desde dicha institución, se reconoce 
una capacidad limitada de incidencia frente a problemas sistémicos, particularmente en el 
ámbito penitenciario, señalando que la efectividad de la defensa intercultural depende, en 
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gran medida, de modificaciones normativas y de la voluntad de los demás actores del sistema. 
En este contexto, se advierte el riesgo de que el enfoque intercultural quede confinado a 
equipos especializados o a casos emblemáticos, sin alcanzar una transversalización efectiva. 
Asimismo, se reporta una percepción de endurecimiento en el trato hacia los imputados 
mapuches por parte de instituciones como Gendarmería, junto con preocupaciones relativas 
a eventuales abusos y vulneraciones de derechos respecto de imputados y condenados 
mapuche. Entre las situaciones mencionadas se incluyen restricciones de visitas y limitaciones 
o negativas de ingreso de familiares, decisiones que, según se plantea, excederían las 
atribuciones de la autoridad penitenciaria; restricciones al acceso a elementos culturales y 
ceremoniales; traslados considerados arbitrarios; y denuncias de abusos y malos tratos 
durante los procedimientos penitenciarios. 

Entre los desafíos identificados, se mencionan los esfuerzos por continuar profundizando la 
especialización de la defensa intercultural, ampliando el trabajo del equipo actual (de 15 
personas) mediante la incorporación de más facilitadores interculturales, y fortaleciendo el 
alcance hacia personas indígenas imputadas y condenadas, Asimismo, se releva la necesidad 
de acercar más los procesos de defensa a las comunidades, cuestión que es entendida como 
un desafío permanente. 

Desde una perspectiva más estructural, la fuente entrevistada plantea que una eventual 
autonomía constitucional de la Defensoría Penal Pública le otorgaría mayor legitimidad y un 
simbolismo relevante frente a las comunidades mapuche al marcar de manera más clara su 
independencia en la toma de decisiones. Se menciona, asimismo, la necesidad de mejorar la 
articulación con otros actores del sistema de justicia penal y la prioridad de avanzar en 
procesos de sensibilización y formación intercultural, particularmente en el Poder Judicial. Ello 
incluiría mejorar las formas de comunicación y lenguaje durante los procesos judiciales, una 
mayor disposición de los tribunales para exigir el cumplimiento efectivo de sus resoluciones 
y una revisión crítica del actuar policial en procedimientos de detención, especialmente al 
resolver solicitudes de declaración de ilegalidad de la detención. Asimismo, se cuestiona si es 
Gendarmería de Chile quien debe decidir sobre beneficios intrapenitenciarios, ingreso de 
elementos culturales y aspectos ceremoniales en recintos penitenciarios, materias que a juicio 
de este actor corresponderían a la competencia de los tribunales de justicia. 

En síntesis, los actores consultados identifican importantes desafíos en materia de 
especialización e interculturalidad, concentrados principalmente en la atención a víctimas 
indígenas, mientras que el abordaje de imputados y la incorporación de un enfoque cultural 
en los procedimientos judiciales siguen siendo insuficiente y dependiente de reformas 
estructurales del sistema de justicia penal. Asimismo, se destaca como desafío la falta de 
adecuación del sistema penitenciario para garantizar los derechos de las personas privadas 
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de libertad pertenecientes a pueblos indígenas y la inexistencia de modalidades de 
cumplimiento de sanciones con pertinencia cultural. Finalmente, se advierten limitaciones 
estructurales en la investigación de denuncias por violencia institucional y vulneraciones de 
derechos humanos, asociados tanto a la ausencia de equipos especializados como a 
dificultades probatorias en casos complejos. 

VII. Recomendaciones 

A continuación, se remiten recomendaciones basadas en los hallazgos observados, sugiriendo 
referencia de plazos para su avance, en función de su prioridad dado los factores de riesgo de 
vulneración de derechos observados. El CPT comprende que estos avances implican muchas 
veces acciones de coordinación y disponibilidad presupuestaria de los diversos actores 
involucrados, pero se presentan como una guía para el avance. Cada recomendación se dirige 
al nivel de autoridad que el CPT estima tiene competencias para su implementación.  

Al Ministerio de Justicia y DDHH 

1. En el corto plazo, culminar con el proceso de consulta indígena relativo al Reglamento 
de Establecimientos Penitenciarios y avanzar en su tramitación de modo de contar con 
una normativa interna de aplicación nacional que establezca estándares mínimos 
obligatorios de enfoque y pertinencia intercultural en la etapa de ejecución de la pena, 
incluyendo criterios específicos relativos al acceso a prácticas culturales y espirituales, 
vinculación con comunidades y autoridades tradicionales, alimentación pertinente, uso 
de lengua indígena, atención de salud con pertinencia cultural y mecanismos de 
participación y colectiva para personas indígenas privadas de libertad. 

A la Dirección Nacional de Gendarmería de Chile 

Medidas de protección 

2. En el mediano plazo, diseñar e implementar mecanismos confidenciales, accesibles y 
seguros para la recepción, gestión y seguimiento de denuncias en los Centros de 
Educación y Trabajo (CET) del país. Estos deben considerar (i) barreras lingüísticas y 
culturales que puedan afectar a personas pertenecientes a pueblos indígenas y a otros 
grupos culturalmente diversos, (ii) protocolos específicos sobre situaciones de acoso, 
violencia y abuso sexual, con particular atención en grupos de especial protección, 
como mujeres, diversidad sexual, y otros, (iii) medidas formales de protección contra 
represalias y (iv) protocolos de resguardo, derivación y seguimiento de denuncias. 
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Optimización del uso de los CET en el sistema penitenciario 

3. Se recomienda, en el mediano plazo, diseñar un plan nacional de fortalecimiento y 
optimización del uso de los Centros de Educación y Trabajo (CET), que, mediante su 
implementación, permita su consolidación como alternativa preferente de 
cumplimiento penitenciario para personas que cumplan los requisitos normativos. 
Dicho plan deberá contemplar: (i) un diagnóstico nacional actualizado sobre la 
capacidad disponible, niveles de ocupación y barreras de acceso a los CET; (ii) metas 
progresivas de aumento de utilización de cupos; y (iii) criterios objetivos y 
transparentes de derivación y postulación.  

4. Se insta, en el corto plazo, a considerar entre los criterios de priorización de ingreso a 
los CET la mantención de vínculos familiares, comunitarios y territoriales de los 
postulantes, con especial atención en la población perteneciente a pueblos indígenas.   

Oferta programática de reinserción social  

5. Se insta, en el mediano plazo, a incorporar variables e indicadores interculturales en 
el modelo Riesgo-Necesidad-Responsividad (RNR) y el Inventario para la Gestión 
Caso/Intervención (IGI), que permitan considerar las trayectorias socioculturales, 
vínculos comunitarios, prácticas culturales y contextos territoriales de las personas 
pertenecientes a pueblos indígenas privadas de libertad. Se recomienda que el 
proceso de adaptación de los instrumentos contemple capacitación obligatoria para el 
personal técnico y profesional encargado de su aplicación, así como mecanismos de 
monitoreo y evaluación periódica sobre su implementación y resultados. 

6. Se insta a que, en el mediano plazo, se dicten lineamientos nacionales para 
implementar el enfoque intercultural en los programas de reinserción social de los 
Centros de Educación y Trabajo (CET) y unidades penales del país. Para ello, se sugiere: 
(i) establecer mecanismos formales y periódicos de participación de las comunidades 
y organismos de la sociedad civil, con el objeto de superar modelos de reinserción 
centrados exclusivamente en la autogestión individual.  

Capacitación y formación de los funcionarios  

7. Se recomienda, en el mediano plazo, fortalecer el programa de formación y 
capacitación para el personal de trato directo de los establecimientos penitenciarios 
del país, con un enfoque práctico en derechos humanos, interculturalidad, género e 
interseccionalidad, orientado especialmente a la atención y acompañamiento de 
personas pertenecientes a grupos de especial protección, que sea obligatorio, 
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permanente y evaluable. 

A la Dirección Regional de Gendarmería de Chile 

8. Se recomienda que, en el mediano plazo, amplíe la dotación de personal femenino del 
CET de Vilcún, dadas las necesidades específicas de atención de las mujeres privadas 
de libertad. De este modo se podrá garantizar condiciones adecuadas de seguridad, 
atención y resguardo de derechos, y el acceso a actividades, programas, atención de 
salud, traslados, visitas, desencierro u otras prestaciones penitenciarias.  

Al CET de Vilcún 

Medidas de protección  

9. Se insta a que, en el corto plazo, implemente un mecanismo formal, confidencial y 
seguro de recepción y gestión de denuncias para las personas privadas de libertad y 
funcionarios/as del CET Vilcún, en línea con la recomendación N°2 del presente 
informe.  

10. Se insta a que, en el corto plazo, se implementen acciones tendientes a avanzar en los 
resguardos de la población privada de libertad femenina del CET Vilcún, en línea con 
la recomendación N° 7 del presente informe. 

Garantía del Ejercicio de Derechos Culturales Mapuche 

11. Se insta, en el corto plazo, a adoptar las medidas administrativas necesarias para 
garantizar el ejercicio efectivo de los derechos culturales y espirituales del pueblo 
mapuche, considerando el carácter comunitario y espiritual propio de ceremonias 
como el Nguillatún, conforme a los acuerdos institucionales previamente adoptados y 
a los estándares de pertinencia intercultural aplicables en contextos de privación de 
libertad, en el CET de Vilcún. Asimismo, se recomienda que la implementación 
contemple mecanismos de diálogo permanente con autoridades tradicionales, 
comunidades y personas privadas de libertad mapuche vinculadas al establecimiento. 

Mecanismos de mediación y resolución de conflictos 

12. Se insta, en el mediano plazo, a diseñar e implementar mecanismos formales de 
mediación, gestión y resolución progresiva de conflictos interpersonales, con el fin de 
garantizar la permanencia de las personas en la unidad penal y no afectar sus procesos 
de reinserción social en el CET de Vilcún 
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Ampliación y diversificación de la oferta laboral 

13. Se insta, en el mediano plazo, a establecer mecanismos de participación que permitan 
fortalecer el enfoque intercultural en las actividades de formación y reinserción, en 
línea con la recomendación N° 5 del presente informe.  

14. Se insta, en el mediano plazo, a implementar acciones que permitan asegurar la 
participación de las mujeres privadas de libertad a la oferta de formación, trabajo y 
reinserción que dispone el CET Vilcún, sin restricciones basadas en estereotipos de 
género o limitaciones estructurales para su acceso efectivo. 

15. Se insta, en el mediano plazo, a incentivar y fortalecer las actividades productivas 
autogestionadas mediante la asignación de recursos, infraestructura, insumos, apoyo 
técnico y mecanismos de comercialización que favorezcan su sostenibilidad y 
contribución efectiva a los procesos de reinserción social y laboral. 

Apoyo para permisos de salida 

16. Se insta, en el mediano plazo, a incorporar apoyos institucionales que faciliten el 
ejercicio efectivo de los permisos de salida y demás beneficios intrapenitenciarios, 
para mitigar las barreras económicas vinculadas a la ubicación del establecimiento.  

Mejora de condiciones materiales y de seguridad 

17. Se insta, en el corto y mediano plazo, a implementar las acciones que permitan reparar 
y mantener cabañas, instalaciones sanitarias, espacios de uso común y otros 
elementos básicos de habitabilidad, sobre la base de los hallazgos previamente 
descritos. 

18. Se insta, en el corto plazo, a adoptar medidas reforzadas de prevención y respuesta 
ante incendios, incluyendo equipamiento suficiente, protocolos de actuación, 
señalización y capacitación del personal y la población penal. 

A Carabineros de Chile y COP de la Región de La Araucanía.  

19. Se insta, en el mediano y largo plazo, a desarrollar e implementar lineamientos 
institucionales claros en enfoque intercultural, aplicables tanto a unidades territoriales 
como a unidades COP, donde se oriente el trato, los procedimientos de detención y las 
intervenciones particulares que deben efectuarse con población perteneciente a 
pueblos indígenas en estos territorios.  
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20. Se insta, en el mediano y largo plazo, a fortalecer la formación especializada en 
interculturalidad y cultura mapuche del personal territorial y COP que se desempeña 
en la región, incorporando contenidos específicos, prácticos y obligatorios.  

21. Se insta, en el mediano plazo, a sistematizar y actualizar la información respecto de 
funcionarias/os mapuche y/o hablantes de mapudungun, con el fin de optimizar 
recursos y fortalecer su rol en los procedimientos que requieran de facilitación en la 
comunicación o mediación cultural. 

A la Fiscalía Regional de La Araucanía 

22. Se insta, en el mediano y largo plazo a generar y mantener estadísticas sobre 
pertenencia a pueblos indígenas de víctimas y acusados, con el fin de orientar políticas 
y acciones, focalizar recursos, ajustar las respuestas y evaluar impactos diferenciados. 

23. Se insta, en el mediano plazo, a fortalecer la formación en derechos humanos e 
interculturalidad de los equipos de la institución con especial énfasis en aquellos 
equipos especializados en la investigación de delitos vinculados al conflicto 
intercultural. 

A la Defensoría Penal Pública de la Región de La Araucanía. 

24. Se insta, en el mediano plazo, a ampliar y fortalecer la especialización en defensa 
intercultural para personas pertenecientes a pueblos indígenas privadas de libertad. 

25. Se insta, en el largo plazo, a incrementar la dotación de facilitadores interculturales, 
para cubrir de manera más amplia el territorio, las distintas etapas del proceso penal 
y la ejecución de sanciones. 

Al Ministerio Secretaría General de la Presidencia 

26. Se recomienda, en el mediano y largo plazo, evaluar los impactos que conlleva para 
las comunidades indígenas el mantener puntos fijos de resguardo y vigilancia policial 
como una medida extendida en el tiempo. 
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VIII. Anexos 

Anexo 1: Síntesis de principales recomendaciones de Informe de Misión 2022 a las que se 
le da seguimiento en el informe 2026 

 

Tema Recomendación Misión 2022 

Diálogo 
Intercultural 

Establecer mesas de diálogo e instancias de trabajo periódicas con población 
indígena y sociedad civil para implementar un enfoque intercultural en las 
políticas de seguridad y justicia. 

Continuar los Diálogos Interculturales para modificar los Reglamentos 518, 943 
(Estatuto Laboral) y 703 (Religión), profundizando la pertinencia cultural.  

Incorporar la figura del facilitador intercultural en instituciones de seguridad y 
justicia. 

Capacitación 
del personal 
policial 

Formar al personal de todas las instituciones de custodia y justicia en 
cosmovisión indígena 

Protocolos de uso de la fuerza de policías: Revisar y ajustar la 
proporcionalidad en allanamientos, traslados y custodia bajo una perspectiva de 
derechos humanos. 

Niñez Retomar la mesa de trabajo iniciada el año 2020 (SENAME, Policías, Ministerio 
de Desarrollo Social, Ministerio de Justicia, Ministerio del Interior, Defensoría de 
la Niñez y UNICEF) para revisar los protocolos de la policía uniformada en 
procedimientos con NNA.  

Régimen 
penitenciario 

Modificación REP: Reformar el Decreto Supremo N° 518 y el D.S. N° 943 para 
incluir la obligatoriedad del respeto a las prácticas sociales y espirituales 
indígenas según el Convenio 169 de la OIT. 

Cumplimiento de la Resolución Exenta N.º 3.925: Establecer protocolos 
públicos para operacionalizar la normativa de pertinencia cultural y extender las 
medidas de los módulos comuneros a toda la población que se autoidentifique 
como indígena.  

Instrumentos de evaluación: Adaptar el modelo RNR y el IGI, ya que no 
reconocen necesidades de intervención interculturales. Se recomienda integrar 
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informes antropológicos en la toma de decisiones técnicas.  

Beneficios intrapenitenciarios: no exigir requisitos de escolaridad o 
participación en programas convencionales si el recinto no ofrece alternativas 
con enfoque intercultural (art. 110 del reglamento de establecimientos 
penitenciarios).  

Postulación a CET: Facilitar la postulación a CET para población indígena. 

Oferta Programática: Proveer actividades con participación activa de la 
población indígena, reconociendo formalmente los talleres autogestionados (Art. 
22 del Convenio N° 169 de la OIT).  

Solicitudes y quejas: Implementar canales de denuncia directos, 
confidenciales y anónimos que permitan el monitoreo externo de las 
condiciones de reclusión. 

Rituales y ceremonias: Garantizar el acceso de autoridades ancestrales 
(machis). 

Arraigo: asegurar que las condenas se cumplan en centros cercanos a las 
comunidades de origen. 

Constatación 
de lesiones 

Capacitar a médicos en el examen de constatación de lesiones garantizando 
procedimientos adecuados.  

Ley 
antiterrorista 

Adecuar la norma a la sentencia de la Corte IDH en el caso Norín Catrimán vs. 
Chile, regulando estrictamente el uso de testigos protegidos y garantizando el 
derecho a defensa. 

CET Vilcún Adoptar una política de tolerancia cero frente a la discriminación por origen 
nacional, etnia o religión, reforzando la capacitación del personal.  

Prisión 
preventiva 

Minimizar el uso de la prisión preventiva para personas indígenas (Art. 10.2 
Convenio 169). 

Acceso a la 
justicia 

Fortalecer la defensa penal con perspectiva intercultural. Aumento de recursos 
humanos y presupuestarios para asegurar el acceso a defensores especializados 
desde el primer momento de la detención en la región.  
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Fiscalía 
regional 

Separar la Unidad de DD.HH. de la Fiscalía de Alta Complejidad en La Araucanía, 
dándole dependencia directa del Fiscal Regional o nivel central, con fiscales de 
dedicación exclusiva.  
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